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    PRÓLOGO




    Puede llegar a sorprender que pese a que no haya día que no nos despertemos con un nuevo caso de corrupción, los historiadores no nos hayamos interesado demasiado por la temática y sus implicaciones. Solo un puñado de trabajos han abordado el estudio de los desfalcos de los Hinojosa o Llerena de turno, “desinteresados” servidores de lo público que en distintas etapas del siglo XVIII no dudaron en desviar hacia su bolsillo formidables sumas de dinero. Esos casos de “grandes ladrones de estado” van saliendo a la luz, casi con cuenta gotas, pero saliendo. Pero faltaba un estudio de otros corruptos, los locales, que tal vez cometieron desfalcos menores, pero no menos importantes para los vecinos de Castilla. Y así, Concha de Castro hace desfilar por las siguientes páginas a regidores, nobles, burgueses, individuos en trance de ascenso social; en suma, los notables de los pueblos, de los que gracias a la legión de historiadores que los han investigado sabemos mucho acerca de sus fortunas, palacios, propiedades, títulos, limosnas, pero desconocíamos casi todo sobre sus robos. La autora nos desvela aquí la parte oscura de ese oro que ha deslumbrado tanto a los historiadores complacientes.




    Como decíamos Concha de Castro ha bajado a investigar figuras menos relevantes, pero que no por ello dejan de ser menos representativas del estado de corrupción propio del Antiguo Régimen. Esas figuras se sirvieron de los ayuntamientos para distraer fondos que desembocaron en muchos casos en su enriquecimiento, mientras que en otros solo se hicieron con cantidades que sonrojan por su insignificancia. Pero en unas y otras ocasiones, los afectados eran siempre los mismos, los bienes públicos, que al ser esquilmados por estos corruptos dejaban vacías las arcas de los municipios y de instituciones tan importantes como los pósitos, y tenían serias implicaciones en la prestación de servicios básicos requeridos por el vecindario.




    Lo que revela este estudio son algunas cosas que ya sabíamos –que la corrupción también llegó a los ayuntamientos y que el robo no es consustancial con los pobres–, pero Concha de Castro ha ahondado en aspectos cruciales de estas prácticas. Pues si los ricos y notables locales las hicieron a manos llenas, lo que no sabíamos con precisión era el grado de protección del que gozaron para llevarlas a cabo. Porque las hicieron a sabiendas de que estaban protegidos. Que con lo robado podían dilatar los procesos a su conveniencia, que siempre iban a contar con apoyos poderosos o simplemente que podrían sobornar a los visitadores. Si ellos eran corruptos, su corrupción podía corromper también a otros, a base de todo tipo de prebendas, sinecuras y las ahora tan famosas mamandurrias. Y en las páginas que siguen vamos a poder comprobar que en muchas ocasiones los ladrones poderosos necesitaron de cómplices, a los que la ley acabó emplumando, mientras los primeros se fueron de rositas. Y ni unos ni otros fueron casos aislados.




    Concha lo ha hecho posible por su ingente bagaje de estudios sobre el Consejo de Castilla, organismo encargado de fiscalizar buena parte de los asuntos relacionados con la corrupción. Y aquí el reto abordado por la autora ha sido enorme, porque si bien es cierto que ha podido manejar un número muy significativo de expedientes, también lo es que no se conservan todas las causas, hay muchas lagunas territoriales y temporales, e incluso la abultada documentación adolece en muchos casos de orden o simplemente faltan las hojas más importantes de los pleitos, aquellas donde se dicta la sentencia. Pero como decía Santos Madrazo, maestro de historiadores y buen conocedor de la corrupción de altos vuelos, no tenemos un problema de fuentes, sino de las preguntas que les hacemos a estas. Partiendo de fuentes oficiales como los memoriales y pleitos suscitados, Concha de Castro podría haber caído en los brazos del embeleso hacia los privilegiados, y sin embargo nos ofrece un friso magnífico de sus delitos, de sus apoyos para delinquir, de las dificultades para investigar sus triquiñuelas. Porque los corruptos lo eran porque nadie les denunciaba, y cuando alguien daba el paso para hacerlo todo eran dificultades para investigarlo.




    Puede que el resto de los ejemplos que queden por estudiar, estén esperando a otros investigadores que se planteen otras preguntas. Concha ha abierto la puerta a estos desafíos, como primero hizo con El Pan de Madrid, con sus investigaciones sobre Campomanes o las últimas sobre el Consejo de Castilla. Pero lo que no cabe duda es que su trabajo nos coloca en una mejor disposición a la hora de conocer más y mejor la naturaleza de la corrupción del Antiguo Régimen. Así, su estudio ayuda a desentrañar la interrelación profunda entre el robo de los grandes -y de los que siendo grandes lo eran menos- y la dinámica del Estado; las especiales conexiones existentes entre lo público y lo privado en el Antiguo Régimen –lo que dificulta desmenuzar la naturaleza corrupta del Estado, al tiempo que lo convierte en un reto para futuras investigaciones–; y cómo la comunión entre corrupción y Estado tenía tantos vasos comunicantes que era difícil saber dónde acababa el último y empezaban las prácticas propias de la primera.




    Ahora estamos en mejores condiciones de desmontar la explicación simple, simplista y desmotivadora que sostiene que corruptos ha habido en todas sociedades y los seguirá habiendo porque es algo consustancial al ser humano. Frente a estas explicaciones rayanas con la demagogia política más ramplona, la historia seria y comprometida tiene la obligación de colocar el problema en su contexto y sobre todo sacar a la luz la lógica propia de cada sistema. También de ver qué hizo ese sistema o su gobierno para paliarlo. Así, por las páginas de este libro van a pasar muchos visitadores honestos que quisieron ser implacables con los corruptos y que en algunos casos fueron sometidos a todo tipo de presiones con el fin de que abandonaran sus investigaciones. Y muchos de ellos veremos que realizaban su trabajo sin saber si iban a cobrar por él y siempre con la incertidumbre de intuir que los investigados tenían tantos recursos políticos que en cualquier momento podían ser relevados del caso. Corrupción había; también medios, aunque limitados, para combatirla.




    Esos recursos de los poderosos estaban intrínsecamente apoyados en el sistema político del Antiguo Régimen y aunque muchos ilustrados creyeron que podían acabar con ellos, lo cierto es que con medidas reformistas como las empleadas era como intentar matar con una flecha a un elefante. Los poderosos sabían que tenían todos los resortes de los ayuntamientos, que gozaban de sus cargos a perpetuidad –para un historiador del trabajo sonroja ver la complacencia de los colegas ante los 33 regidores perpetuos de Cartagena, mientras se deshacen en críticas despiadadas contra la supuesta endogamia de los gremios artesanos–, y si estos fallaban, siempre podían acudir en su ayuda a los señores que ostentaban la jurisdicción sobre sus pueblos.




    En los tiempos que corren de historia basura y mentirosa, de historia de blandos para blandos, hecha rápidamente para satisfacer las cuentas de las editoriales, se agradecen sobre manera estudios como el de Concha de Castro. Casi tanto como su prosa sencilla, limpia y sin regodeos, pero afilada en la denuncia de las tropelías cometidas por los sujetos investigados. También se agradece el esfuerzo de una historiadora de archivo, pues ante la indolencia de tantos colegas, es casi una necesidad imperiosa defender que para un historiador acudir al archivo debería ser práctica obligada. Claro está que esto requiere tiempo y reflexión. Concha de Castro ha podido reflexionar sobre el problema de la corrupción y ha pasado mucho tiempo ojeando las miles de hojas de los legajos de la sala de gobierno del Archivo Histórico Nacional. Es tal su fidelidad al archivo que es imposible que nadie que haya pasado por el Histórico en los últimos veinte años no la haya reconocido en sus primeras mesas. Podría haber empleado ese tiempo en otras temáticas más a la moda, pero su apuesta personal ha pasado por desvelar una de las prácticas más condenables de todo dirigente, la de primar lo privado contra lo público. También, en otro orden de cosas, ha apostado por publicar su libro en una editorial modesta. En el Grupo Taller de Historia Social estamos muy contentos de poder publicar trabajos rigurosos y críticos como el que el lector tiene en sus manos. Gracias Concha por confiar en nosotros.




    José Antolín Nieto Sánchez


  




  

    INTRODUCCIÓN




    Este libro procede de una larga investigación en los fondos de la “sala de gobierno” del Consejo de Castilla durante el siglo XVIII. Es una investigación dedicada, concretamente, a los casos de corrupción municipal denunciados ante esa sala de gobierno. La monarquía absoluta siguió manteniendo el concepto medieval del rey como juez supremo y, al mismo tiempo, la administración de justicia se mantuvo muy unida a las tareas de gobierno.1 Ahora bien, desde la monarquía hispánica el rey delegaba el gobierno y la dirección de la administración de justicia del reino en el Consejo de Castilla. De ahí que fuera su sala de gobierno quien se ocupara, entre otros muchos, de estos asuntos.




    La corrupción era muy frecuente en aquella sociedad preindustrial y clientelar, muy pobre aún y con un elevado índice de analfabetismo. Las denuncias provenían de las villas de cualquier tamaño, entre ellas de villas grandes cabezas de corregimiento y de algunas ciudades; sólo en ocasiones excepcionales provenían de algún Lugar, de algún pueblo; pero también las había. La mencionada sala de gobierno era la principal del Consejo, la que se ocupaba específicamente del gobierno interior del Reino, aunque también preparaba las “consultas” que el Consejo pleno hacía al monarca proponiendo algo ó respondiendo simplemente a peticiones del monarca. Y veía otros muchos asuntos, como los referentes a obras públicas, tumultos, problemas de los gremios, incluso algunos pleitos entre particulares antes de que pudieran ser derivados a otra sala del Consejo.




    Aquí no interesa sólo la corrupción municipal, consistente entonces en aprovechar el poder municipal para la apropiación de mayor o menor proporción de las rentas producidas al ayuntamiento por sus bienes de propios, o por parte de éstos y de los comunales, o por la de los fondos de los pósitos o de lo producido por los impuestos municipales o incluso de las contribuciones reales; no faltaba la apropiación de trozos de los bienes comunales, cercándolos como propiedad privada. Era un instrumento para alcanzar un fin, el de enriquecer a aquellas oligarquías locales para lograr así impulsarlas en el ascenso social fácilmente detectable en aquel siglo.2 Interesan también, y sobre todo, las respuestas del Consejo ante esas denuncias, cuál era su actitud ante la corrupción de los oligarcas locales habitualmente en poder de los cargos municipales.




    El Consejo reaccionaba, lo hacía con investigaciones sobre cada asunto y, durante el largo reinado de Felipe V, lo hacía enviando un juez al municipio afectado, un juez encargado de las investigaciones judiciales, del juicio y de la sentencia correspondientes. Es sabido que los juicios no podían tener más garantías que las habituales en la época; y no eran demasiadas, desde luego. Todo se basaba entonces en las respuestas de los llamados “testigos” a las preguntas planteadas por el juez investigador; y, como era de esperar, podía haber dos grupos de testigos, los favorables al denunciado y los favorables al denunciante. Es decir, que unos contaran una historia y los otros contaran la contraria; y era muy frecuente que las respuestas fueran del tipo de “el declarante ha oído decir”, ó “no ha oído decir”. Esa era la seguridad, la garantía de las pruebas, no había otras. De ahí que aquellos jueces se valieran también de las opiniones de personas educadas y con determinado nivel económico, “personas de fiar”, sobre todo de los corregidores y a veces también de los obispos. Y contaba, desde luego, el buen sentido de cada juez comisionado.3




    Ahora bien, en enero de 1747, recién llegado al trono Fernando VI, un real decreto dirigido al Consejo, y con bastante probabilidad debido al ministro marqués de la Ensenada, ordenó que no se enviaran más jueces investigadores a los municipios con denuncias, que se hiciera sólo en casos muy relevantes. El motivo de la prohibición parecía consistir en las protestas de los oligarcas y caciques habitualmente denunciados, pues no sólo les incomodaban aquellos juicios, sino que, además, eran casi siempre condenados a pagar las costas de los mismos, con los salarios y el mantenimiento del juez, del alguacil que le ayudaba y del escribano. Aunque no podía tratarse sólo del precio a pagar; parece evidente que la mera presencia de un juez comisionado en el municipio, en su propio territorio, tenía que agraviar e irritar a los dueños de hecho del municipio en cuestión. De ahí las acusaciones que, por falsas que fueran, podían ser enviadas a veces al Consejo contra los jueces comisionados. También podía suceder que los mismos sólo recibieran la mitad de las “costas y salarios” que les correspondían, incluso nada. No habían resultado siempre fáciles ni agradables aquellas misiones, desde luego.




    Más frecuentes eran aún las denuncias de aquellos “poderosos” locales contra los corregidores que trataban de enderezar los asuntos de su distrito. Los corruptos solían tratar de defenderse implicando en sus tejemanejes a un corregidor recién llegado; o, sencillamente, haciéndole ver que allí mandaban y eran respetados ellos. En caso de que el corregidor ignorara tales advertencias, acudían al Consejo lanzando contra él varias calumnias que le acusaban de maltrato a los vecinos, de despreciarles a ellos y a sus familias, de corrupción y hasta de “tratos ilícitos” o “amancebamiento”, acusación ésta última de bastante efectividad. La eficacia de tales acusaciones dependía del nivel de influencias que pudieran lograr los acusadores. Pero hubo algunos corregidores injustamente reprimidos.




    El decreto del recién llegado Fernando, el mencionado de enero de 1747, podría haber sido un desastre para aquel sistema tan necesitado de denuncias; pero no fue tal, sin embargo. No lo fue porque el Consejo desvió sus actuaciones hacia otros métodos y, en definitiva, siguió haciendo lo que hacía antes, pero por otros caminos. Y, como los juicios se basaban en lo recién descrito, el camino alternativo conseguía los mismos o muy similares resultados. Ese otro camino consistió en investigar a través de los corregidores y de los alcaldes mayores, los representantes del rey en los territorios; es decir, que fueran ellos quienes informaran al Consejo tras haberse informado ellos a su vez a través de esas personas consideradas “de fiar”. Y eso debían hacerlo en el más absoluto secreto, sin alertar a nadie sobre su misión; y debían hacerlo, además, sin moverse casi nunca de sus ciudades y villas cabezas de corregimiento, es decir, sin provocar costes específicos a los culpados salvo las costas normales de un juicio. Como no había ya jueces comisionados, no había tampoco juicios en los municipios. Con los informes recibidos y las subsiguientes respuestas fiscales, era el Consejo quien sentenciaba mediante dictámenes suyos, quien enderezaba directamente, o más bien trataba de enderezar, la administración municipal. Cuando sí se enviaba el mencionado juez, lo que ocurría a veces por considerarse caso relevante, ese juez juzgaba, pero sin publicar las sentencias que, remitidas al Consejo, éste se encargaba de examinar y validar.




    El decreto de Fernando VI en 1747 había alterado hasta cierto punto el papel del Consejo de Castilla en lo que a corrupción municipal se refiere. El cambio de 1760 fue más profundo y de nuevo se debió a un ministro del rey, a otro también muy enérgico mientras pudo mantenerse en el poder. Tuvo lugar al llegar Carlos III con el marqués de Esquilache, y fue obra de éste último, que firmaba la Instrucción de ese año sobre la administración de los bienes de propios. El rey y su ministro trataban de conseguir algo por entonces imposible, la pureza en la administración de los bienes de propios. En eso debía de consistir ahora el papel del Consejo, en prevenir más que en castigar. De ahí que, en esa misma fecha se creara una Contaduría General de Propios en Madrid para colaborar con el Consejo en la fiscalización de las cuentas municipales. Y se preveía también la colaboración de los intendentes. A la Instrucción de Esquilache, la de 1760, siguió una abundante serie de normas del Consejo de Castilla detallando de forma minuciosa las reglas a seguir por los ayuntamientos en la elaboración y presentación de sus cuentas, en la administración y el gobierno del municipio correspondiente, normas todas ellas que, como la de Esquilache, iban cercando a los ayuntamientos para hacerles progresivamente más difícil delinquir. Además, se hizo casi imposible conseguir permiso del Consejo y del rey para imponer contribuciones municipales con fines de obras públicas o de cualquier tipo de mejora municipal. Se hizo así por la comprobación de que sólo parcialmente solían ser empleadas en esos fines. A partir de entonces disminuyeron las denuncias, o resultan al menos bastante más difíciles de detectar; hay muchos expedientes de “propios y arbitrios”, pero referidos a ese tipo de asuntos específicos, no a denuncias. Practicar la corrupción municipal se había hecho progresivamente difícil, y de ahí la disminución de las denuncias. También hay datos, aunque no sean generales, que muestran la disminución del interés de las oligarquías por los cargos municipales, dadas las nuevas dificultades para ejercer con tanta corrupción; y, con ello, el descenso de los precios de esos cargos. Ahora bien, se puede dar con algunos casos que muestran un panorama tan negro como el de las etapas anteriores.




    Como queda dicho, aquí no interesa demasiado la corrupción municipal; ya sabíamos de su existencia, lo sabíamos por haber estudios y referencias; y, además, todos los casos eran muy similares, todos consisten en apoderarse de los recursos públicos, de los bienes municipales, de los del pósito y de las contribuciones. Y en todos los casos quienes realizaban tales operaciones eran los oligarcas, los caciques que dominaban el municipio, ya fuera éste mayor ó menor. Normalmente eran ellos quienes ocupaban las alcaldías, las regidurías, las alguacilías mayores y las escribanías del municipio; podían ocupar incluso el cargo de procurador síndico, el encargado de defender los intereses del común. Es decir, que eran los oligarcas locales quienes gobernaban los municipios ó quienes dominaban sobre quienes ocupaban esos cargos. Y lo hacían de igual forma en los municipios mayores y más importantes, en los medianos y en los pequeños. Pero aquí interesa sobre todo la actuación del Consejo de Castilla ante aquellos casos de corrupción denunciada.4




    ¿Quiénes eran aquellos oligarcas y/o caciques? José Antonio Maravall nos recordó hace ya algún tiempo que siempre hay una clase dominante que varía según el estadio económico del país, que se gobierna para ella y que es en ella donde encuentra más apoyo el gobierno.5 En aquella sociedad predominantemente rural, eran los principales propietarios, o bien los principales arrendatarios, de tierras de labor y de pastos, y los principales ganaderos; en bastantes ocasiones se unían a ellos los escribanos ó secretarios del ayuntamiento, y hasta el procurador síndico, cargo municipal destinado, en principio, a defender los intereses del común de los vecinos. Los oligarcas y caciques ocupaban siempre los cargos municipales, bien directamente bien a través de parientes, de dependientes o paniaguados suyos. No les afectaban las elecciones anuales del ayuntamiento; eran maestros en eludir las normas y las prohibiciones de no repetir en los cargos año tras año; además, la venta de oficios desde Carlos V se había extendido tanto durante el XVI y el XVII, que abundaban también en las villas y hasta en algunos Lugares.6 Tampoco faltaba la perpetuidad entre algunos escribanos ni en otros oficios municipales de menor rango; a veces la elección era sólo de alcalde o alcaldes, debido a ser perpetuas todas las regidurías; y es que de las ventas de oficios sólo se habían librado las alcaldías por ser cargos de justicia. Es decir, que con frecuencia los regidores perpetuos eran los dueños de sus municipios, lo eran por sus patrimonios, sus cargos perpetuos y su prestigio y, por lo tanto, los gobernaban. Lo realmente importante -dice José Manuel de Bernardo Ares- consiste en si defendían los intereses del pueblo gobernado por ellos o si se ocupaban sólo de sus propios intereses7; lo que resulta de esta investigación nos lleva a la segunda respuesta, cosa que, por lo demás, era ya conocida.




    Las oligarquías municipales no son identificables con la nobleza; entre aquellos oligarcas puede haber títulos nobiliarios, sobre todo en las ciudades; pero en el conjunto de Castilla no es una oligarquía identificable con el estamento nobiliario. Ni siquiera lo es en el concejo madrileño, cuyos regidores tuvieron un variado origen social, como demuestra Mauro Hernández.8 La oligarquía de los municipios aquí estudiados había comprado las plazas de los ayuntamientos por el amplio poder que proporcionaban sobre la vida de las poblaciones, una oligarquía que se fue consolidando en el siglo XVII y a cuyo auge contribuyeron las enajenaciones de regimientos9, pero nada más; y conviene recordar la abundancia de regimientos perpetuos, no sólo en las villas sino incluso en algunos Lugares. En el siglo XVIII, aquellos oligarcas caciquiles pertenecían en buena medida a grupos sociales intermedios dispuestos a seguir subiendo en la escala social.10 La gran mayoría de ellos utilizaba el “don” precediendo a su nombre y, como dice alguno de los fiscales del Consejo, eran personas “de distinción” a las que no se podía tratar de cualquier forma. No se podía, no se debía, porque formaban una parte importante del entramado de aquella sociedad, a cuya estabilidad a su modo contribuían; contribuían, por lo pronto, a mantener sumiso al pueblo, a mantenerlo en su lugar, a que no se amotinara como sucedió en la primavera de 1766.11




    Un buen ejemplo de todo esto lo constituye la villa de Albacete. donde, tras haberse ido configurando y asentando la elite social a lo largo de la Edad Moderna, en el siglo XVIII estaba integrada lo mismo por hidalgos que por miembros del estado llano; eso sí, de forma indistinta eran propietarios agrícolas y ganaderos, o bien labradores igualmente enriquecidos. En la villa había también otros oficios y profesiones, pero no formaban parte de la oligarquía como los mencionados, que habían comprado las regidurías perpetuas, las que tanto poder les habían dado en la localidad, con los beneficios de las tierras y los ganados.12




    Ahora bien, resulta francamente difícil averiguar qué sucedía en la cantidad de poblaciones muy pequeñas de la mitad norte de la Península, tan pequeñas que podían no llegar a los 20 vecinos. ¿Cómo eran, cómo actuaban las oligarquías a ese nivel tan modesto? Gracias a las denuncias ante el Consejo, conocemos mejor el funcionamiento de los ayuntamientos en la mitad sur de la Península, incluso los de las villas de señorío: allí eran también ellas quienes ocupaban los ayuntamientos y quienes gobernaban con total aquiescencia del señor jurisdiccional. Conviene recordar que, como hace Miguel Ángel Melón para Extremadura aunque sea extensible al conjunto de éste y de otros países, el Antiguo Régimen fue una de las fases de mayor esplendor para las oligarquías.13 En cualquier caso, la ley que se aplicaba en los territorios de señorío era la ley real; y, como se verá en los capítulos que siguen, los señores jurisdiccionales acudían al Consejo de Castilla pidiendo les solucionara cualquier problema de gobierno que se les presentara en sus poblaciones.14




    Puede llamar la atención la tolerancia del Consejo de Castilla, la institución superior de gobierno, y también de justicia, hacia estos oligarcas y caciques locales. Pero, además de lo ya dicho, hay que tener en cuenta que formaban parte sustancial del sistema y que contribuían a mantenerlo. De forma que los delitos económicos no acarreaban más que penas económicas, o sea, multas y el pago de las costas cuando eran condenados. Las multas no solían ser elevadas y, además, como estaban acostumbrados a detentar el poder municipal, a ser los dueños temidos y obedecidos, mostraban una resistencia increíble. De forma que no aceptaban las sentencias de los jueces comisionados por el Consejo ni las del mismo Consejo. Sólo en casos excepcionales se encarcelaba a alguno de ellos durante algún tiempo, sobre todo si al delito económico se sumaba otro de violencia, “de heridas o de muerte violenta”; también podía suceder que a estas gentes acomodadas se les “diera por carcelería la villa de Madrid y sus arrabales” durante algunos años, a lo que podía contribuir alguna denuncia por “tratos ilícitos” o “amancebamiento”. En cualquier caso, ellos se consideraban intocables, a ellos no se les podía condenar a nada, y por eso apelaban en primera y en segunda instancia y, agotado ese recurso, acudían a presentar petición tras petición al Consejo y, sobre todo, al rey.15




    Todas las reformas municipales del siglo XVIII fueron centralizadoras16 -dice Benjamín González Alonso-, recordando las Ordenanzas de 1749 y la orden de 1751, la de presentar las cuentas anuales al Consejo de Castilla.17 Lo fueron porque se pretendía encauzar a las oligarquías locales por el camino adecuado, sin caer en la cuenta, o sin querer caer en ella, de lo imposible de tal empeño. Centralizadoras fueron igualmente las recordadas aquí de cómo tratar el Consejo las denuncias recibidas contra los cargos municipales y las de 1760.




    Conocemos solamente los casos denunciados ante el Consejo que, abundantes hasta 1760 y no tanto después, aunque siguieran produciéndose, nos proporcionan una muestra suficiente del conjunto. Sólo una muestra de una situación que se entrevé como generalizada, pues no era fácil ni barato denunciar. No podía resultar atractivo provocar la enemistad de los caciques oligarcas y, además, había que contratar un procurador ante el Consejo y siempre, en cualquier caso, pagar los derechos debidos a algunos miembros del personal subalterno del Consejo; a lo que había que añadir el coste del papel sellado; no era barato, por lo tanto.




    Como queda dicho, la inmensa mayoría de las mencionadas denuncias proceden de la mitad sur de la Península, es decir, de allí donde la población estaba más concentrada y las poblaciones eran mayores, aunque también hubiera otras pequeñas; y de la parte donde había más bienes de propios o, para decirlo de forma más clara, donde había más bienes y rentas públicas de donde robar. Son muy escasas las denuncias en la mitad norte, a veces referidas a talas ilegales de bosques municipales o a simples amenazas lanzadas a una población indefensa.




    Era muy frecuente que las oligarquías estuvieran divididas en facciones enemigas en un mismo municipio.18 Las denuncias encubrían con frecuencia auténticos enredos locales en los cuales todas las partes pretendían obtener la aprobación final del Consejo como arma contundente frente al enemigo. El Consejo iba respondiendo a unos y a otros conforme a derecho, el derecho que respetaba él, el Consejo, pero no las mencionadas partes contendientes. Parece realmente extraño que se pudiera acudir al Consejo, a la institución superior de gobierno y de justicia, con tales asuntos, pretendiendo encubrirlos con visos de seriedad. Era así, sin embargo, y de ahí que muchos de estos expedientes duraran una larga serie de años, ocuparan demasiado tiempo la atención del Consejo y llegaran a ocupar también ingentes cantidades de papel. Pero es que aquella sociedad, una del patronazgo y el clientelismo, se articulaba a cualquier nivel en torno a la fidelidad de las clientelas; ocurría a nivel nacional, y los municipios solían ser claros ejemplos de lo mismo.




    De ahí que, en varios de los casos estudiados, nos encontremos con que la sentencia final del Consejo no resulte inteligible sin tener en cuenta alguna influencia sobre la misma sala de gobierno o sobre algunos de sus consejeros. En tales casos hay que dar por hecho que también los consejeros de Castilla sufrían presiones, que también tenían sus compromisos. Testimonios claros sólo surgen en muy pocos casos, pero son suficientes para demostrar que existían. Únicamente alguna vez se puede acabar demostrando, otras se ve sencillamente en la sombra, sin poder detectar los vericuetos seguidos por aquellos “poderosos” de uno u otro lugar para llegar hasta al Consejo. Era así aquella sociedad, padecía una interferencia continua del juego de las influencias; era una sociedad clientelar, o una del patronazgo, como queramos llamarla, una sociedad en la que se necesitaba un “padrino” para conseguir cualquier cosa, lo mismo una plaza en la administración que obtener la victoria frente al enemigo en un municipio.




    El clientelismo fomentaba inevitablemente la corrupción, y de ahí algunos enriquecimientos espectaculares, como el que investigó Santos Madrazo del Tesorero General, Nicolás Gómez de Hinojosa, con Felipe V e Isabel de Farnesio.19 Ahora bien, los que puede encontrar esta investigación corresponden a otro tipo de enriquecimientos, menos espectaculares, más lentos, aunque firmemente mantenidos a lo largo del tiempo y con un claro objetivo de ascenso social. Lo que en estos casos se denunciaba se denominaba como “excesos”, como “abusos”, habitualmente achacados por los denunciantes a los “poderosos” del municipio, a los mismos que habitualmente ocupaban todas las plazas del concejo. Aunque el gobierno del rey respondiera igualmente al sistema clientelar, no padecía esa corrupción tan generalizada del nivel municipal.




    Como queda dicho, la legislación de 1760 y años posteriores sobre los bienes de propios y los arbitrios parecía empeñada en impedir el latrocinio habitual sobre los unos y los otros. La Instrucción del marqués de Esquilache, de 1760, y la abundante normativa que siguió -debida al Consejo de Castilla, al mismo ministro de Hacienda y al nuevamente creado Contador General de Propios- pudieron tener alguna eficacia; y la tuvo, además, la dura actitud del Consejo respondiendo con constantes negativas a las frecuentes peticiones de las autoridades municipales para poder imponer arbitrios con los que financiar carreteras, puentes, cárceles, casas consistoriales y otras obras públicas de su localidad; las negativas del Consejo respondían a la experiencia de cómo habían sido utilizados esos arbitrios. También pudo influir la resignación de una sociedad que se iba habituando a la injusticia y a la corrupción. Es decir, que no resulta nada fácil averiguar hasta qué punto la reducción de las denuncias se debió a la eficacia de las nuevas normas y a la actitud del Consejo de Castilla, o hasta qué punto influyó la resignación o el desánimo de la sociedad.20 A esto mismo es de suponer que respondiera la indiferencia de los vecinos de ciudades a la hora de votar a los nuevos cargos municipales concedidos por Carlos III en 1766, tras los motines de aquella primavera; la votación era en dos niveles, con sufragio universal en cada parroquia en el primero; pero los vecinos no respondían, no se molestaban en votar. Es lo que muestran algunas investigaciones, esa indiferencia de los vecinos, quienes en demasiadas ocasiones apenas si acudían a votar.21 Ahora bien, los moradores de Rota cambian su actitud cuando el gobernador decide implicarse en la rectitud de esas elecciones, cuando ofrece garantías de limpieza total; entonces sí acuden a votar los vecinos. ¿No parece suficientemente clara tal actitud?




    Las denuncias por corrupción municipal procedentes de la mitad sur de la Península suponen, durante el reinado de Felipe V desde 1714, un 75 por ciento; con Fernando VI un 82 por ciento, aunque van incluidas algunas inspecciones ordenadas por el Consejo sin denuncia previa; y los casos encontrados para el reinado de Carlos III un 83 por ciento, aunque no sea un porcentaje tan representativo como los anteriores por ser escaso el número de asuntos encontrados hasta ahora. Quedan mencionados los factores que contribuyen a explicar el fenómeno. Ahora bien, las denuncias procedían de ciudades, villas o Lugares y, aunque las más abundantes fueran las de villas de un cierto tamaño, villas con algunos miles de habitantes, lo cierto es que procedían de todo tipo y tamaño de poblaciones; es decir, que las había también de poblaciones con tan sólo algunas decenas o algunas centenas de habitantes, en número siempre inferior a los 1.000. Los más poblados entre todos los ayuntamientos denunciados fueron los de Cartagena, con 28.705 habitantes según el Censo de Ensenada, y el de Écija con 30.179, según el mismo Censo. Para las poblaciones denunciadas durante el reinado de Carlos III y hasta fin de siglo, me he atenido, en cambio, al Censo de 1.787, el de Floridablanca, por su mayor proximidad en el tiempo a los casos tratados.




    Solo, para terminar esta introducción, una pequeña aclaración sobre la estructura del libro. Cada uno de los tres capítulos va seguido de un Apéndice que expone la base del libro; es decir, los casos denunciados ante el Consejo y las respuestas dadas por éste. Son resúmenes clarificadores de los largos expedientes de la sala de gobierno del Consejo, resúmenes que tratan de hacer legibles aquellos largos, o larguísimos, expedientes; pienso que, en cualquier caso, esos expedientes son dignos de ser examinados por las explicaciones que aportan sobre aquella realidad, la de la vida auténtica de los vecinos españoles (o castellanos, para ser más precisos) bajo los gobernantes de nuestra Ilustración. La pregunta que se plantea es la siguiente: ¿Era posible otro tipo de vida en aquella sociedad?


  




  

    CAPÍTULO I


    INICIOS Y DURANTE


    EL REINADO DE FELIPE V


    (1715-1746)




    Alfonso XI en el siglo XIV y, poco después, Enrique III, el Doliente, consiguieron acabar con los concejos abiertos y, a continuación, con la representación por parroquias, que hasta cierto punto democratizaba la elección de capitulares. (En el siglo XV la aristocracia dominaba los municipios, al menos los de las ciudades, pero desapareció después, desinteresándose la aristocracia de los gobiernos municipales.) Ahora bien, en Jerez de la Frontera, en pleno siglo XVIII, aún había elecciones por colaciones o parroquias y eso no evitaba serios problemas.22 En cualquier caso, el panorama del siglo XVIII era el de siglos anteriores, y las ventas de oficios municipales no habían hecho sino consolidar la tendencia social al gobierno local de las oligarquías. Había sido la tendencia desde la sustitución del concejo abierto por el concejo cerrado, tendencia que no hizo sino consolidarse a lo largo de los siglos siguientes.23




    Al suprimir el concejo abierto y la elección por parroquias, el monarca había pasado a elegir a los capitulares de las ciudades, normalmente con cargos vitalicios. Siguieron las “renuncias”, que permitían a cualquier regidor renunciar a su cargo y elegir a su sucesor, lo cual había dado lugar a vincular esos cargos a determinadas familias. Las ventas de los cargos por el rey, desde 1543, dieron lugar a los regidores perpetuos; se vendieron a profusión en las ciudades, pero también los hubo en las villas e, incluso, alguno en Lugares.24 Se vendieron también señoríos y, al mismo tiempo, se fue desgajando el gran municipio castellano, en el que la jurisdicción de una ciudad, o de una villa, dominaba sobre cantidad de pueblos, o Lugares, y de aldeas; muchos de esos Lugares fueron consiguiendo comprar su estatuto de villazgo, gracias a las nunca satisfechas necesidades hacendísticas de la Corona. No sólo se compraron cargos perpetuos; se compró igualmente la liberación del sometimiento a una ciudad, o a una villa, y a su explotación.25




    De ahí la abundancia de villas ya en el siglo XVIII.26




    Conviene recordar aquí que, durante el Antiguo Régimen, la diferenciación entre ciudades, villas y lugares no dependía del número de habitantes. Dependía del estatus jurídico de cada una de esas poblaciones, aunque lo más frecuente era que las ciudades fueran las más pobladas y que las villas lo fueran más que los lugares, pero no ocurría siempre así. El estatus de las ciudades era mayor y mayores sus privilegios, por no mencionar el de las ciudades de voto en Cortes, las que enviaban a las Cortes a representantes de sus propias oligarquías encarnadas en munícipes suyos. Las villas representaban un estatus intermedio, también con algunos privilegios y, en principio, con un tamaño también intermedio. El último puesto en la escala correspondía a los lugares, las poblaciones más pequeñas y jurídicamente dependientes de una ciudad o de una villa.




    Disponemos de buenas investigaciones especializadas en los ayuntamientos y los capitulares de las ciudades27; pero conocemos menos, aunque también, acerca de los de las villas. Y es en éstas donde salen a la luz mayor número de conflictos y denuncias de corrupción en el XVIII, aunque los encontremos igualmente en las ciudades e, incluso, en algunos Lugares.28 Las elecciones, siempre ó casi siempre anuales, de alcaldes, regidores y otros oficios municipales podían hacerse de una de las formas siguientes: bien mediante la designación de los capitulares entrantes por los salientes, lo cual. aunque daba lugar a los “arreglos” y confabulaciones imaginables, estaba bastante extendido en Castilla; y en las poblaciones de señorío los salientes hacían la propuesta al señor. Ó bien se seguía el sistema de la insaculación, que trasladaba el conflicto a la decisión de qué nombres se declaraban insaculables y de hasta qué punto se hacía más o menos abierta la elección; la división en bandos enemigos, los abusos cometidos por unos y otros, la escasez, o la falta, de personas imparciales, todo ello podía hacer muy difícil encontrar personas adecuadas entre las cuales hacer la elección.29 Este sistema de insaculación estuvo ampliamente extendido en la Corona de Aragón hasta la pérdida de sus fueros, pero había arraigado sólo de forma irregular en la de Castilla. Algunos expedientes del Consejo para tierras castellanas muestran hasta qué punto la insaculación no podía a veces despejar el panorama electoral. La villa de Añover de Tajo, por ejemplo, gozaba de privilegio para hacer así sus elecciones, pero con sólo siete electores que designaban los nombres a inscribir en las papeletas. En enero de 1749 estaba ausente uno de esos siete electores y, como la población estaba dividida en dos bandos, uno de ellos opuesto a cualquier postura razonable y el otro algo más razonable, las posturas planteadas resultaron irreconciliables. Por falta de entendimiento hubo que recurrir al Consejo, e intervino incluso el ministro Carvajal y Lancáster; fue así, cumpliendo las órdenes de Carvajal en nombre del rey, como se pudo hacer la paz. En otra villa, la de Sisante, en la actual provincia de Cuenca, el método de la insaculación se sumaba al régimen de mitad de oficios y a la existencia de regidores perpetuos. La elección se realizaba sólo para los dos alcaldes, dado que todas las plazas de regidores eran perpetuas; pero la división en dos bandos irreconciliables, más el caciquismo oligárquico y la corrupción, convertían aquellas elecciones en batallas campales. En este caso fue el marqués de la Ensenada quien ordenó intervenir en 1750.30




    Desde el siglo XIV hubo leyes reales ordenando respetar las ordenanzas y privilegios de las ciudades, villas y lugares. No tenía, pues, por qué haber uniformidad en la elección de los alcaldes, regidores y otros oficiales en los municipios, aunque hubiera al menos mucha semejanza, casi identidad. Y lo mismo sucedía con el gobierno de aquellos municipios. Había también alguna ley de la Baja Edad Media ordenando que no predominaran los nobles, aristócratas o miembros del clero, es decir, los “poderosos”. Pero al llegar al siglo XVIII había cambiado mucho el tipo de poderosos que predominaban en la mayor parte de los municipios. En los ayuntamientos de las principales ciudades podía haber títulos de nobleza, aunque, como comprobó Mauro Hernández, ni siquiera el ayuntamiento madrileño era “un coto nobiliario”.31 Lo que sí utilizaba la gran mayoría de los regidores castellanos y andaluces era el “don” como símbolo de hidalguía, fueran o no hidalgos. Lo que predominaba en la mayoría de los municipios era la mitad de oficios que, con sólo tres vecinos nobles o hidalgos, les otorgaba el privilegio de tener su propio alcalde y regidores y, sobre todo, los regidores perpetuos. Pero, no sólo las oligarquías municipales no necesitaban títulos nobiliarios para dominar las localidades, sino que ocurría lo contrario, que los puestos concejiles favorecían el ascenso social.32 De hecho, se deseaba el poder municipal para incrementar con él el propio patrimonio y facilitar con ello el ascenso social. Eso era así, aunque, desde los siglos XV y XVI se hubieran podido utilizar otras vías para ir incorporando al estamento principal, el nobiliario, tanto burócratas como rentistas, mercaderes o financieros.33 La tendencia a la oligarquización existía en todas partes desde la Edad Media, aunque con más fuerza en la Corona de Castilla que en la de Aragón. Era una tendencia inevitable que respondía a aquel tipo de sociedad. También el gobierno del rey era uno que actuaba por clientelas.34




    Es decir, que daba igual el estatuto jurídico y el tamaño de cada municipio, daba igual que fueran ciudades35, villas o Lugares; y daban igual los privilegios que pudieran gozar, concedidos en algún momento de su historia por uno u otro monarca; daba también igual que las poblaciones fueran de realengo o de señorío. Lo que se puede ver en los casos aquí reunidos muestra que los señores, cada vez más interesados en percibir las rentas de sus estados36, no intervenían en sus poblaciones cuando surgían problemas o conflictos. Cuando tenían noticia de alguno, lo remitían al Consejo de Castilla a través de su gobernador. Era a éste a quien escribían, él lo pasaba al Consejo igual que los demás asuntos y el Consejo lo trataba como los problemas de los municipios realengos, enviando un juez comisionado que investigara el caso. Siempre sucedía así. Los problemas, los conflictos no solían deberse a la actuación del señor, sino a la de la oligarquía elegida por él, o que se había hecho con el poder para administrar esas villas señoriales.37




    Más importante podía resultar el tamaño del municipio y el de su población, el nivel económico que pudiera tener por su riqueza agrícola o por su comercio o artesanía: porque, dependiendo de todo ello, la oligarquía correspondiente era más o menos rica e importante, disfrutaba un status, un rango mayor o menor; pero, en cualquier caso, eran los individuos de esas familias quienes dominaban y gobernaban. Respondiendo al estadio del país, eran siempre oligarquías agrarias, o bien, agrarias y ganaderas.




    Estaba prohibido gobernar al mismo tiempo, o de forma inmediatamente sucesiva, los mismos sujetos, los miembros de la misma familia o sus parientes. En poblaciones de escasa población resultaba más difícil respetar tales normas; pero esos “huecos” preceptivos entre familiares y parientes no solían respetarse en la generalidad de las poblaciones, siendo el gobierno municipal más extendido el de parentelas y clientelas.38 Es algo demostrado ya por las numerosas investigaciones y estudios destinados sobre todo a las ciudades39, algo que puede extenderse a las demás poblaciones, a los municipios de menor tamaño y menor importancia; lo que no se verá alterado por la forma de hacer las elecciones de alcaldes y regidores. Así, por ejemplo, cuando el Consejo de Castilla quiso que se preguntara a los vecinos de Novelda, población soriana cercana a Ágreda, quiénes gobernaban allí, las respuestas fueron contundentes: gobiernan quienes pueden hacerlo, dijeron prácticamente todos los vecinos interrogados; es decir, que ellos no se sentían capaces de hacerlo o ni siquiera habían pensado que eso fuera posible.




    Ahora bien, hay que tener en cuenta que, a falta de conciencia cívica desarrollada, la familia tiene una fuerte implantación; y que lo mismo sucedía en el gobierno del reino, también de parentelas y clientelas y con una dinámica administrativa más atenta a los intereses de las oligarquías. Es decir, que había familias cortesanas y aristocráticas como grandes grupos de poder, pero también otras menos poderosas gobernando incluso aldeas.40




    Actuaciones del Consejo ante las denuncias




    Para el siglo XVIII castellano disponemos de abundante documentación sobre la corrupción municipal gracias a las denuncias que solían llegar al Consejo de Castilla, la institución colegiada que, hasta el derrumbe del Antiguo Régimen, siguió ejerciendo el gobierno interior del reino, y tenía también determinadas facultades judiciales. En este tipo de asuntos, los de las denuncias mencionadas, la sala primera de gobierno del Consejo actuaba y decidía sin consultar con el monarca; era uno de los asuntos que correspondía solventar al Consejo por su cuenta desde hacía siglos, como tantos otros de gobierno interior. Sólo alguna rara vez decidía la sala consultar algo de este tipo con el rey, sólo en ocasión realmente rara.




    Recibida la denuncia, los “Señores de Gobierno”, no todos ellos sino los que estuvieran disponibles esa mañana, se reunían y decidían qué actuación adoptar: lo más frecuente consistía en pasar el asunto al fiscal para que informara; éste requería a su vez más información sobre el caso, y la obtenía preguntando a las autoridades pertinentes, ya fueran las civiles ya las eclesiásticas de la zona. En cualquier caso, se enviaba lo antes posible un juez investigador al municipio correspondiente, un juez comisionado que nombraba el gobernador del Consejo, que iba acompañado en su misión por un alguacil mayor y por un escribano, y que debía asumir allí la jurisdicción ordinaria e ir informando a la sala primera de todo lo que fuera averiguando y haciendo. El asunto entraba así en los raíles habituales de la actuación del Consejo. Ese juez comisionado tenía que instruir un juicio, juzgar y sentenciar a los que resultaran culpables y consultar las sentencias con el Consejo, cuya aprobación resultaba imprescindible para ser efectivas.41 Ahora bien, es preciso recordar que los de corrupción eran considerados simplemente como delitos económicos y que, como tales, no recibían más que penas económicas. No solían ser muy fuertes, además. El juez enviado era siempre alguien con estudios jurídicos superiores, un abogado con título para defender a sus clientes ante el Consejo de Castilla o ante otro cualquiera de los Consejos existentes. Otras veces se enviaba un corregidor o un alcalde mayor cercanos al municipio en cuestión; eran igualmente abogados, claro está, y además con la autoridad y la experiencia que les daban sus cargos, pues ellos eran los representantes del rey y del Consejo en sus distritos respectivos. De ahí procede nuestra información, consistente en una larga serie de abundantes y gruesos expedientes.




    Esos expedientes pueden ser muy voluminosos, pues incluyen todos los documentos que los mencionados jueces iban remitiendo al Consejo con la información conseguida, pero incluyen también todas las protestas, todas las argumentaciones y peticiones que iban igualmente remitiendo los investigados; y todo ello daba lugar a nuevas reuniones de los Señores de Gobierno disponibles, los cuales iban dando respuestas rápidas al último envío ó a la última protesta, respuesta del tipo de reunirlo con los antecedentes del caso y pasarlo todo al fiscal, ó bien al relator, ó de prestar por el término ordinario los autos al apelante para que pudiera defenderse, etc. Eran respuestas rápidas, inmediatas, que no ponían fin al expediente ni lo solucionaban aún, pero que se adaptaban a la marcha legal del mismo en el Consejo.




    Ahora bien, como hace tiempo previno Domínguez Ortiz, el problema de aquellos juicios de los comisionados consistía en que las pruebas descansaban sobre las declaraciones de vecinos tomados como testigos. Y tales declaraciones solían responder a la filiación de esos vecinos en la población correspondiente, bien defendiendo a los oligarcas por interés o por miedo, bien atacándoles con más o menos convicción; de forma que resulta frecuente encontrar un conjunto de declaraciones en un sentido y otro conjunto de las mismas en el sentido opuesto. Además, buena parte de las declaraciones se apoyaban, como auténtica fuente de la verdad, en argumentos tales como “el declarante ha oído decir” o “no ha oído decir”. Ahora bien, también se puede encontrar a veces declaraciones más ecuánimes de algunos vecinos. La falta de objetividad era de sobra conocida y se contaba con ella, por lo que el Consejo y su gobernador aconsejaban a los comisionados que se basaran en la opinión de personas educadas y de fiar. Cuando encontraban personas de ese tipo y hablaban con ellas, los comisionados remitían sus declaraciones encareciéndolas. Lo que sí producía una mayor seguridad era el examen de las cuentas de arbitrios, de bienes de propios y comunales, así como de las del pósito, aunque siempre podía estar falseada cualquiera de ellas en cualquier lugar; era esa una tarea lenta que, por tal motivo, podía desautorizar a un juez comisionado ante el Consejo por detenerse demasiado tiempo en el municipio cuestionado.




    Las denuncias eran presentadas por los escasos vecinos que se atrevían a denunciar a las autoridades locales, es decir, a los caciques de sus municipios; y cuando, como con tanta frecuencia sucedía, los municipios estaban divididos en dos bandos irreconciliables, denunciaba alguien del bando en ese momento perdedor. De manera que conocemos sólo los casos denunciados ante el Consejo, pero tenían que quedar otros muchos sin denunciar. También hay que contar con la ignorancia y con la falta de medios; pocos vecinos tenían educación suficiente y, además, era caro acudir al Consejo, pues había que contratar un procurador de los Reales Consejos y pagar, también, derechos diversos al personal subalterno de ese organismo. Pero denunciaban igualmente los alcaldes mayores y los corregidores, es decir, los representantes del poder real en los municipios y en los territorios de su jurisdicción. Podía ocurrir que fuera un cura párroco quien denunciara en defensa de los vecinos feligreses suyos. Otras veces, en cambio, el párroco, o algún otro eclesiástico, aparece mezclado en las luchas locales. Podía suceder, incluso, que fuera el gobernador del Consejo quien, tras recibir alguna información alarmante sobre uno u otro municipio, tomara la decisión de intervenir. Lo cual no era infrecuente, pues el gobernador del Consejo de Castilla era personaje indicado ante quien pedir justicia cualquier vecino.




    En cualquier caso, y a pesar de todo lo dicho, alguna vez encontramos, como caso extraordinario, testimonios auténticamente indicadores de la realidad en un municipio castellano. En febrero de 1742 se envió un juez comisionado a Fuensalida, villa de tierras de Albacete, debido a las denuncias contra sus alcaldes ordinarios por estar uno de ellos dedicado al comercio de trigo y especulando con él y con el azafrán; de las respuestas dadas por los vecinos a las preguntas entonces planteadas, sorprende por su franqueza y valentía la respuesta de uno de ellos: “Si alguno que no sea de la parcialidad que tiene el mando pide en justicia contra sus aliados o alguno de ellos, además de no quererle oír ni hacerle justicia, le persiguen, de suerte que le pierden los muchos o pocos bienes que tiene hasta dejarle destruido, lo que han experimentado muchos vecinos de esta villa, y el testigo se teme ejecuten con él luego que sepan ha declarado, lo que no ha podido excusar en fuerza de juramento”. Y seguía diciendo que “por esta razón se excusan y no se atreven a pedir en justicia cosa alguna, siendo así que el testigo sabe que hay muchos vecinos que se hallan perjudicados en sus bienes y no pueden repetir cosa alguna porque se halla en parciales, o parientes de don Alonso Muñoz médico, y éste, junto con Gonzalo Denia y don Francisco Garoz, son los que llevan el manejo, siguen y mueven los pleitos, hacen las elecciones, persiguen a unos y a otros los dejan sin castigo”.




    Como tales prácticas llegaron a ser públicas y notorias, la Chancillería de Granada había condenado al mencionado Alonso Muñoz a no ejercer más profesión que la suya de médico, pero de ninguna manera ser alcalde ni asumir otro cargo público. El cacique se trasladó entonces a la Roda, a una legua de distancia, desde donde volvía a Fuensalida para “seguir manejando las elecciones, y enviando por escrito lo que quiere seguir manejando. De manera que sigue teniendo bien sujetos a los alcaldes”. Es decir que, a pesar de las órdenes de la Chancillería, que había llegado a emitir dos reales provisiones para ello, no se había arreglado nada, la vida en Fuensalida seguía tan sometida al cacique oligarca como antes.42




    Los magistrados del Consejo de Castilla conocían la sociedad que gobernaban, conocían la situación de los vecinos de aquellos municipios y cómo eran y actuaban sus caciques. Por eso, siempre que, tras una denuncia, enviaban un juez comisionado a investigar a cualquiera de ellos, ordenaban que el personaje denunciado saliera de la población, a varias leguas en su entorno, durante el tiempo de la investigación; y decían ser necesario para que los testigos del juicio pudieran declarar con libertad. Con libertad no podían hacerlo, desde luego, saliera o no saliera temporalmente el cacique denunciado, pues su regreso era inevitable y, además, disponía de todo un entramado de personas a su servicio. Es decir, que los consejeros de Castilla conocían la presión que los caciques ejercían sobre los vecinos, la conocían perfectamente. Otro asunto es el de si pensaban que aquel estado de cosas era mejorable o evitable. Y no parece que lo pensaran, desde luego, no parece que pensaran era evitable, sólo quizás hasta cierto punto mejorable en aquella sociedad caciquil y clientelar; pero era a esa sociedad a la que correspondía la monarquía absoluta de cuyo gobierno ellos formaban parte sustancial. De ahí que, aunque el “Real y Supremo Consejo de Castilla” debía actuar y resolver siempre “conforme a derecho”, al derecho castellano, no deje de resaltar la suavidad de las penas impuestas a los oligarcas corruptos; destaca hasta qué punto el sistema clientelar fomentaba el ejercicio de las influencias a favor de corruptos, lo que sucedía de forma generalizada a nivel local. Éstos eran los labradores y los ganaderos acomodados de cada municipio y, como queda ya indicado, su patrimonio, lo mismo que su nivel de educación, podían ser mayores o menores dependiendo del tamaño y del nivel económico de la población. Podía haberlos que se hubieran apoderado de aquel status en poco tiempo de forma más o menos violenta.




    Las denuncias versaban, fundamentalmente, sobre la apropiación por aquellos caciques de los bienes municipales, los de propios y los comunales, los comunes cuya explotación gratuita debía ser distribuida entre los vecinos pero que casi nunca lo era. Como también sobre apropiación de los arbitrios municipales, a veces incluso sobre las contribuciones reales; y eran muy frecuentes las denuncias de apropiación de los fondos de los pósitos, lo mismo de granos que de dinero. Había otras referidas a malos tratos a los vecinos pobres e indefensos, a todo tipo de abusos sobre unos u otros vecinos.




    Con los bienes de propios y los arbitrios los municipios tenían que mantener los gastos municipales: obras municipales de todo tipo, como caminos y carreteras, puentes, casas consistoriales, escuelas si las había, parroquias, honorarios de corregidores y alcaldes mayores, etc. Cuando no había suficiente se recurría a los “repartimientos” entre los vecinos ó a “arbitrar” alguno de los bienes comunales. Asimismo, cuando la Real Hacienda estaba agobiada por las “urgencias”, podía acudir a los municipios. En la época aquí tratada, muchos de ellos estaban gravados con censos que procedían, bien del siglo anterior, bien de la Guerra de Sucesión, cuando los municipios castellanos habían hecho bastantes aportaciones voluntarias a la causa de Felipe V y, para ello, habían tenido que endeudarse. Más adelante, tras haber tenido que declarar la quiebra de marzo de 1739, se impuso, en dos contribuciones sucesivas, un total de un 54% sobre los rendimientos de los arbitrios municipales. Tal sangría no detenía, sin embargo, a las oligarquías municipales, quienes la aumentaban en su propio beneficio.




    Durante el reinado de Felipe V, la forma más normal para la concesión de arbitrios era a través de las “consultas de los viernes”; esos días pasaba el Consejo pleno, con su gobernador a la cabeza, a visitar al rey y un “ministro consultante” le exponía varias consultas; éstas solían consistir en peticiones de arbitrios por uno u otro ayuntamiento, arbitrios en principio destinados a obras municipales o al pago de deudas u otro fin similar. El monarca accedía normalmente a la petición aprobando la concesión del arbitrio correspondiente, y lo hacía de forma directa, en la misma sesión de aquella consulta personal. Hasta Fernando VI no cambió aquella tradición, cuando estaba ya más que comprobado el auténtico destino que solían tener aquellos impuestos locales, o parte de los mismos, pagados por los vecindarios; eran impuestos indirectos sobre unos u otros víveres que contribuían a enriquecer a aquellas oligarquías locales. A pesar de las denuncias, se mantuvieron incólumes en tiempos de Felipe V. El rey autorizaba el cobro de esos arbitrios durante una serie determinada de años para destinarlos a una finalidad concreta; pero, no sólo los oligarcas podían detraer una parte durante el plazo autorizado, sino que también era frecuente seguir cobrándolo tras la extinción del plazo. Lo mismo sucedió con el deficiente control sobre los fondos de los pósitos, deficiente sobre todo por la inefectividad ante las apropiaciones de las oligarquías caciquiles.




    Por otro lado, las comisiones de los jueces enviados a los municipios para hacer justicia tenían un coste económico, claro está. Iban siempre acompañados de un alguacil y un escribano, los tres tenían que viajar hasta la población correspondiente y allí tenían que alojarse y alimentarse. Reclamaban, además, un salario para cada uno de ellos por su trabajo. De ahí que, al retirarse una vez cumplida su misión, presentaran sus “costas y salarios”, más elevados si la estancia y el trabajo habían sido prolongados. Los declarados culpables tenían que pagar la totalidad de esas costas y salarios. Era así, no sólo porque resultara justo, sino porque el Consejo no tenía partida alguna con la que abonar tales gastos. Era un sistema aquel en que los vecinos de cualquier municipio pagaban, no sólo las contribuciones reales y municipales, más las señoriales cuando las había, sino, además, las carreteras y sus reparaciones, los caminos, los puentes, las obras de los ayuntamientos, de las cárceles y de todos los edificios públicos; y los municipios pagaban también los sueldos de los corregidores y alcaldes mayores. Ahora bien, cuando los vecinos “culpados” por un juez comisionado tenían que pagar la misión de aquel juez, normalmente se negaban. El problema consistía en la frecuencia con la que se negaban; y, como los culpables eran los poderosos caciques de la población, planteaban serios problemas adicionales y ponían en cuestión la posible eficacia del sistema.




    El Consejo de Castilla y las facultades de su sala primera de gobierno




    Con cierta frecuencia existían denuncias de tales abusos, como queda dicho, y llegaban otras por elecciones fraudulentas, aunque no fuera el único tipo de abuso existente. También se denunciaba a veces, aunque menos, el mal trato, el simple abuso de los vecinos modestos por los oligarcas. Tales denuncias se hacían ante el Consejo de Castilla como organismo superior de gobierno, a pesar de ser un órgano colegiado donde las decisiones se tomaban por mayoría de votos; pero encargado también de supervisar las actuaciones de los tribunales que dependían de él y de hacer justicia en casos determinados como éstos de la corrupción municipal. Llegaban también esas denuncias al rey y a sus ministros, todos los vasallos podían pedir justicia al soberano. Ahora bien, el ministro de Gracia y Justicia pasaba el caso al Consejo, ó a su gobernador y éste al Consejo. En realidad, durante el Antiguo Régimen se mantuvo la concepción medieval del rey como juez supremo, por lo que la administración de justicia estuvo ligada a las tareas de gobierno hasta la revolución liberal.43 Eran muchas las tareas y las facultades que seguían recayendo sobre el Consejo de Castilla, eso a pesar de disponer ya el rey de cinco ministros cercanos a él, ministros que disponían a su vez de sus propias oficinas o “Secretarías”, tenían capacidad para agilizar la administración y, sobre todo, disfrutaban un poder superior al del Consejo: estaban próximos al rey, despachaban a solas con él y hablaban y escribían siempre en su nombre, todo ello sin que el Consejo de Castilla perdiera facultades gubernativas.




    En tiempos de Felipe V el Consejo contaba con más de veinte magistrados, y aún aumentó después, debido a las “necesidades del despacho” y la edad avanzada con la que la mayoría de los magistrados llegaba a ese Consejo; lo hacían tras recorrer una larga carrera por los tribunales territoriales y, ya en la Corte, seguir pasando por otros Consejos y por el tribunal madrileño de la Sala de Alcaldes de Casa y Corte. El de Castilla era la culminación de su vida profesional; pero como, precisamente por la edad, no siempre podían acudir todos a las sesiones, había que aumentar el número, dada la necesidad de mantener el despacho de aquel Consejo.44




    Sus miembros estaban repartidos en cinco salas, la principal de las cuales era la sala primera de gobierno, la que disponía de mayor número de magistrados, seis u ocho ya en el siglo XVIII, cuando el número total había ascendido a 25 o alguno más según el día y las circunstancias. Con esa sala colaboraba siempre un fiscal, casi siempre el de lo civil pero alguna vez el de lo criminal. Los fiscales eran figuras de suma importancia en la actuación del Consejo de Castilla, sobre todo el de lo civil, dado el mayor número de asuntos civiles y dado que era él quien informaba también en los asuntos a consultar con el monarca. Hay que considerar que, ayudados por algún agente fiscal, eran ellos quienes estudiaban cada caso, con sus “respuestas fiscales” informaban sobre él a los consejeros y, como también sucedía con las consultas al rey, orientaban con ello las votaciones de éstos. De forma que, aunque con status algo inferior al de los consejeros, eran también miembros del Consejo y gozaban de los mismos honorarios que éstos. El trabajo de los fiscales era, desde luego, mayor que el de los consejeros. De ahí que a veces se pueda encontrar, en este tipo de expedientes de corrupción al menos, letrados que, sin tener el nombramiento, presentaban informes fiscales porque, como ellos mismos dicen en esas ocasiones, “hacen las veces de fiscales”; es de suponer que esto tendría lugar cuando no dieran abasto los que sí tuvieran esos nombramientos, o les sustituirían en ausencias y enfermedades. También era a la sala primera donde normalmente acudía el presidente o gobernador del Consejo, aunque podía hacerlo a cualquiera de las demás.




    Desde las primeras décadas del siglo XVII se reunía con cierta frecuencia una sala segunda de gobierno, con el objetivo de descargar a la primera y agilizar así la labor del Consejo. Lo hacía los días en que había demasiados asuntos que resolver y en que había acudido suficiente número de consejeros de gobierno como para dividirse en dos salas. En 1717 fueron reguladas las materias que correspondían a esa sala segunda de gobierno y, desde 1718 le correspondieron cuatro consejeros para que se reuniera con la misma regularidad que las demás. Aparte de esos asuntos específicos le fueron asignados todos los asuntos de gobierno que se hubieran hecho contenciosos.




    Existían unas normas sobre los consejeros y su número, sobre las diversas salas del Consejo y sobre los asuntos asignados a cada una de ellas; pero creo que no podemos conocer con exactitud ni la distribución de los asuntos entre las distintas salas ni el número de consejeros existentes cada día en cada una de ellas; en parte era discrecional, pues podía depender del agobio diario de la sala primera y del número de consejeros disponibles cada mañana. Algo que interesa recordar a la hora de estudiar la corrupción municipal es que las apelaciones de las sentencias de los jueces comisionados por el Consejo debían presentarse al mismo Consejo, sí, pero que la sala de gobierno las remitía a la sala segunda o a la de “mil y quinientas”, que en esta etapa del siglo XVIII disponía de cinco miembros. No eran sus únicas atribuciones, pues se le sumaban las apelaciones de segunda instancia de las sentencias de las Chancillerías, escasas y para las que era preciso depositar 1.500 doblas, de donde recibía su nombre; así como de las apelaciones de las “residencias”, ó juicios de residencia, investigaciones sobre los empleados públicos en el desempeño de sus funciones (las “visitas”, lo mismo en principio, tenían un carácter más leve); y se ocupaba también de otros asuntos. Las otras dos salas, la de justicia y la de provincia se ocuparon siempre de otros tipos de asuntos.45




    No era sólo ese tipo de denuncias de corrupción el que recibía la sala primera de gobierno. Le llegaban otras muchas denuncias, junto a otras también numerosas peticiones y reclamaciones. A todas ellas daba respuesta esa sala por sí misma, la daban los “Señores de Gobierno” libres esa mañana de otras tareas del Consejo. Esos otros asuntos que tocaba resolver a los Señores de Gobierno eran de lo más variado: los que más se repiten son los concernientes a denuncias de los llamados “amancebamientos” o “tratos ilícitos” que, la mayor parte de las veces, afectaban a algún vecino con una mujer casada.




    Estos asuntos de amancebamientos tienen interés por mostrar bastante bien el tipo de sociedad que era aquella de la España del siglo XVIII. Eran delitos civiles castigados por la ley real, delitos penados, al menos, con años de destierro de la población donde se tenía arraigo, familia, casa y forma de vida; eran destierros que podían, no sólo arruinar, sino hundir a cualquier individuo. Durante este reinado de Felipe V era la sala primera del Consejo la que entendía en este tipo de asuntos. Además, las denuncias podían utilizarse contra alguien por venganza, como sucede con un escribano municipal extremeño que se había negado a someterse a los dictados de los caciques de ese municipio. Había casos peores, pues también podían ser enviados estos acusados a alguno de los Presidios africanos durante varios años, seis u ocho. Las mujeres implicadas solían ser casadas, lo que las libraba de la cárcel o del convento; ni siquiera se hacía constar el nombre de ellas en el proceso, pues se pretendía “defender el honor del marido” a pesar de ser tema habitual de conversación en la población o en el barrio.




    Otro tipo de asuntos que llegaban con frecuencia a la sala de gobierno eran las cortas de leña y talas de árboles de los montes de un municipio por los vecinos de otro, a veces con enfrentamientos armados entre los de ambas poblaciones, para colmo liderados los atacantes por sus propias autoridades municipales. El Consejo trataba siempre de solucionar estos asuntos con cierta rapidez, por el peligro de tales enfrentamientos y porque la conservación de los montes y arbolados le estaba encomendada de forma específica. No cesaban, sin embargo, estos problemas, pues la pobreza era extendida, la demanda de madera también, y tales episodios no parecían tener fin. También hay algunos casos en los que los alcaldes de algún municipio talan los bosques del mismo para vender la madera en beneficio propio y de pocos vecinos más. La sala de gobierno se ocupaba igualmente de organizar y dirigir la persecución de delincuentes comunes, normalmente a través del corregidor del territorio correspondiente; aunque, una vez detenidos este tipo de delincuentes, los juicios pasaban a los tribunales provinciales. En realidad, el Consejo trataba de librarse de bastantes asuntos, dados los muchos que con tanta frecuencia le recaían y que sus tareas principales eran las de dirigir y organizar el gobierno interior y la administración de justicia, así como la de responder a todas las “consultas” que le pedía el monarca o que podían tener importancia suficiente.




    Siguiendo con los asuntos que llegaban a la sala de gobierno, conviene recordar la invasión de ganados forasteros en los pastos de algún municipio; las protestas y problemas derivados de los “alojamientos” de tropas en domicilios de los vecinos modestos o, a veces, en algún mesón también particular; la necesaria reparación, o la construcción, de puentes o caminos; peticiones de cabildos eclesiásticos que aspiraban a disfrutar fondos municipales o regionales para reparar la catedral correspondiente; problemas entre eclesiásticos, o entre autoridades eclesiásticas, que llegaban al Consejo como “recurso de fuerza”; las protestas de otros eclesiásticos que a veces se sentían poco respetados por unas u otras autoridades civiles; o protestas de estas últimas autoridades cuando se encontraban excomulgadas por la autoridad eclesiástica por el simple hecho de cumplir con su obligación; problemas derivados de los abastos públicos en una u otra población; asuntos del comercio de granos o de la ilegal exportación de los mismos, o bien de la igualmente ilegal extracción de oro y plata, amonedada o no; las frecuentes carestías y las también frecuentes plagas de langosta; los problemas derivados del mal abastecimiento a las tropas por sus proveedores; y los resultantes de abusos de los “obligados” al abasto público de los municipios; problemas surgidos con motivo de la celebración de fiestas religiosas y procesiones; problemas de sucesiones y herencias con los pleitos provocados por los mismos; y tantos otros, porque el conjunto resulta inabarcable.




    Entre los asuntos municipales que llegaban al Consejo eran frecuentes las denuncias por abusos del fondo de los pósitos de uno u otro municipio, porque los munícipes se apoderaban del trigo y del dinero metálico para sus propios fines. Los abusadores solían ser los capitulares; y solía ser muy difícil conseguir que devolvieran lo detraído, a pesar de la insistencia del Consejo a los corregidores para que obligaran al reintegro de los pósitos. Ahora bien, en ese reintegro estaba incluido lo prestado a los labradores para la sementera, y también era difícil lograr que lo devolvieran. Cuando el Consejo ordenaba investigar cualquiera de esos casos, y corregirlos mediante la devolución de lo detraído y lo prestado, los motivos que se daban para las detracciones solían ser las “urgencias” del municipio, ya fueran debidas a la sequía o a las inundaciones, ya a la invasión de la langosta o a la pedrisca que había destruido la cosecha. Echar mano de los fondos de los pósitos debía estar tan generalizado, que incluso encontramos al presidente de la Chancillería de Valladolid haciendo lo mismo en una ocasión, en 1738; no era, desde luego, para su propio lucro como tan a menudo hacían alcaldes y regidores, pero sí para solucionar otros problemas, los del abasto de carnes de la ciudad, lo que nada tenía que ver con el trigo ni el pósito.46




    Todos esos asuntos, todos esos conflictos, e incluso otros, los resolvía la sala primera de gobierno por sí misma, por su propia autoridad, sin consultar con el rey; lo hacía, claro está, tras un estudio, una investigación del asunto en buena parte encargada a su fiscal de lo civil, como se ha dicho. Ahí radicaba fundamentalmente su función de gobierno, lo mismo que en la investigación y resolución de las denuncias ya mencionadas. Sólo consultaba estos asuntos al rey cuando le habían llegado a través de él, cuando era el monarca quien, tras recibir un memorial pidiendo solución en alguno de estos asuntos, la remitía al Consejo para que éste la estudiara y le consultara cómo podía o debería responder a la petición. Alguna rara vez consultaba el Consejo cualquier asunto de este tipo. o de otro similar, por iniciativa propia, pero era la excepción.




    A la sala primera le llegaban también problemas de orden público, de algo que pudiera interpretarse como rebelión, aunque no fuera más que un débil “alboroto” contra el orden establecido; y, además, los delitos comunes. En tales asuntos no había “influencias” que valieran para proteger a los delincuentes, especialmente cuando se trataba de delincuentes populares. En estos casos no podía haberla ni siquiera para con los considerados como miembros “distinguidos” de la sociedad, aunque siempre fueran mejor tratados.




    Corregidores y alcaldes mayores.




    El Consejo gobernaba, como sabemos, a través de la red de corregidores de la que disponía desde el siglo XIV, con facultades gubernativas y judiciales en los territorios de sus corregimientos47; salvo en los puertos y poblaciones fronterizas, donde eran militares con el nombre de gobernadores, los corregidores eran letrados, es decir, abogados; eran nombrados por el rey a propuesta de la Cámara de Castilla, Consejo reducido anejo al de Castilla; y, desde su creación, todos los corregidores dependían del Consejo de Castilla. Residían en los municipios cabezas de corregimiento, siempre ciudades y villas de cierta importancia, y presidían allí el ayuntamiento. En la escala jerárquica, a los corregidores seguían los alcaldes mayores, letrados absolutamente necesarios allí donde el corregidor era militar y, en cualquier caso, existentes en algunos municipios donde no había corregidor y cuyo papel suplían en esos casos. Con Felipe V habían llegado, además, los intendentes, de forma definitiva desde 1718; los intendentes no dependían del Consejo, sino de los ministros del rey; tenían funciones sobre todo hacendísticas y militares; pero, como tenían también otras de tipo jurídico y gubernativo, como sus distritos eran más amplios que los de los corregidores, como existía, en definitiva, un cierto solapamiento de territorios y de funciones, los corregidores debían actuar como subdelegados de los intendentes, debían colaborar con ellos, y los intendentes debían, hasta cierto punto, someterse al Consejo y colaborar con él. En cualquier caso, en lo que a esta investigación se refiere, son los corregidores quienes más intervienen y quienes más interesan, aunque también en este tema nos encontramos con algún intendente, o intendente-corregidor cuando estos dos cargos se fundían en una misma persona, cosa que sucedía en las capitales de provincia. Lo que se puede constatar es que funcionaba la colaboración entre los intendentes, los corregidores y el Consejo, la colaboración requerida por la Instrucción de Intendentes de 1718.48




    Lo que con mucha frecuencia sucedía era, en cambio, una auténtica oposición de los regidores municipales, de los oligarcas, al corregidor, al representante de la autoridad del rey y del Consejo de Castilla. Sucedió desde muy pronto; ya en el siglo XV había ciudades cuyos regidores se negaban incluso a dejar entrar en ellas al corregidor enviado por el rey.49 En esta época esos regidores podían estar aún liderados por la aristocracia; pero, en realidad, la antigua aristocracia fue siendo sustituida por las oligarquías urbanas; esto sucedió en las ciudades, pero también en las villas, siempre que esas oligarquías estuvieran supeditadas a la monarquía.50




    En las poblaciones donde había corregidor era él quien presidía el ayuntamiento y estaba por encima de los alcaldes ordinarios y de los regidores, era allí la autoridad superior; autoridad superior a la de las oligarquías, aunque éstas ostentaran cargos perpetuos. Ahora bien, eran precisamente muchos de los miembros de esas oligarquías en los cargos municipales los acusados de malversación de fondos públicos, lo mismo donde había corregidor que donde éste tenía que ejercer desde la distancia. Los casos mencionados surgen en todo tipo y tamaño de poblaciones, pero lo hacen sobre todo en las de status y tamaño medio, en las más abundantes entonces denominadas “villas”, aunque también en otras con status de ciudades. No faltan, desde luego, en pueblos más pequeños, como alguno de tierras castellanas cuyos capitulares, cuando se les pregunta qué ha sucedido con lo producido por los impuestos municipales, o “arbitrios”, responden con tranquilidad pasmosa que “se los han bebido en vino”.




    La oposición de los capitulares de bastantes municipios al corregidor es algo que destaca aún en el siglo XVIII. Y es perfectamente comprensible, pues la presencia de un buen corregidor podía frenar, poner límites al menos, a la corrupción de aquellas oligarquías. Había regidores que denunciaban al corregidor porque, según ellos, insultaban con su menosprecio, más bien con lo que esos regidores consideraban menosprecio, a las “familias principales”. Es decir, que había regidores, con frecuencia regidores perpetuos y, en cualquier caso, verdaderos oligarcas, que se consideraban dueños del municipio y no estaban dispuestos a admitir la autoridad superior del corregidor. Era la oposición de personas habituadas a dominar y medrar en ese municipio, personas que pertenecían, según sus propias palabras tantas veces repetidas, a esas “familias principales” y que, por lo tanto, rechazaban la intromisión de otra autoridad. Eran corruptos para aumentar sus patrimonios y ascender en la escala social; y, aunque es cierto que existía castigo por parte del Consejo, también lo es recordar que los delitos económicos sufrían sólo penas económicas y no demasiado fuertes; son excepcionales los casos en que se imponen penas de suspensión de oficios o penas de cárcel.51




    El Consejo mostraba una mayor firmeza si aparecían síntomas de insubordinación de algún ayuntamiento frente a la autoridad del corregidor, por no hablar de los mencionados asuntos de orden público, los cuales apenas aparecen. Hay que reconocer, por otro lado, que la sociedad castellana no era tan rígida y cerrada como en un principio se pudo pensar; que existía una pujante estructura clasista junto a viejas ideologías estamentales, que existía un ascenso social, más visible en el siglo XVIII, y que los cargos municipales, especialmente los de las ciudades, eran un buen trampolín para el mismo.52 A lo que yo añadiría que esas oligarquías constituían una ayuda considerable para mantener tranquilo al pueblo de todos aquellos municipios, grandes, medianos y pequeños. Era aquella una sociedad demasiado desigual y demasiado pobre como para no temer la agitación de las masas. En todos los casos aquí investigados se refleja, desde luego, una clara intención de no reprimir a las oligarquías locales corruptas.




    En cualquier caso, la tendencia a la corrupción era fuerte, y había bastantes corregidores que preferían pasarla por alto con tal de no sufrir los ataques de los regidores, ya fueran perpetuos o no. Les había incluso que optaban por sumarse a ella y participar en sus beneficios.53 En los años de 1730 no faltó algún corregidor que llegara a comunicar al Consejo que la oposición que sufría le hacía no sentirse seguro. Y es que esos ataques a los corregidores podían ser muy fuertes, podían provocar el envío de un juez comisionado a asumir la jurisdicción del corregidor, quien se veía obligado a salir desterrado del municipio mientras duraba la investigación del comisionado, por lo menos varios meses; durante ese tiempo dejaba de percibir sus honorarios, tenía que mantenerse de cualquier manera por sus propios medios y sufría el desprestigio correspondiente por inocente que fuera; porque las acusaciones podían ser, no sólo fuertes y mal intencionadas, sino también repetidas e insistentes. Y lo que se puede observar con frecuencia es una escasa protección del Consejo hacia cualquiera de ellos, protección escasa frente a todas esas denuncias falsas y malintencionadas. A finales del siglo XVI Castillo de Bobadilla decía que se podía encontrar algunos corregidores honrados.54 En el XVIII tenía que haber entre ellos de todo, como es normal; pero, gracias a los expedientes de la sala de gobierno, se pueden encontrar bastantes corregidores, no sólo honrados, sino también serios, luchadores y eficaces. Lo mismo puede decirse de los alcaldes mayores, aunque destaquen siempre menos por ser menor su rango y en muchos casos su independencia, ya que unas veces sustituían al corregidor, hacían las veces del mismo, pero otras dependían directamente de él.




    También podía fallar la protección del Consejo hacia los jueces “pesquisidores” que comisionaba a los municipios. Es cierto que alguno de los jueces enviados a cualquier municipio podía dejarse comprar por los corruptos, a veces antes incluso de entrar en el municipio en cuestión, pues los interesados podían salir a encontrarle en medio del camino. Pero eran frecuentes las ocasiones en las que el Consejo no protegía lo suficiente a sus propios comisionados; podía incluso sancionarlos a causa de lo que consideraba escasa eficacia. El problema que más solía surgir era el del tiempo empleado por estos comisionados en investigar, juzgar y sentenciar; muchas veces el Consejo asignaba sólo diez ó quince días a la misión, y el comisionado tenía que ir pidiendo prórrogas por falta material de tiempo para cumplir con su misión. Y, como el Consejo quería y pedía rapidez, como no quería que esos enviados extraordinarios se detuvieran demasiado tiempo en las poblaciones, dictaminaba que se les pagara sólo la mitad de sus honorarios, ó les hacía pagar a ellos la mitad de las costas, cuando había tenido que conceder demasiadas prórrogas.




    Entre las falsas denuncias contra corregidores hay algunos casos que destacar. Uno de ellos es el de Fernando Delgado, corregidor de Carmona en 1741, cuando empezaron los ataques contra él. Delgado se había empeñado en imponer una administración sin tacha en aquel municipio, eso a pesar de saber que el administrador de rentas reales, un regidor oligarca y uno de los eclesiásticos de Carmona infligían las normas más elementales; por lo tanto, no iban a tolerar al corregidor, iban a ir a por él, a pesar de lo cual Delgado no cejó en su empeño. Fue profusamente calumniado, fue atacado como corrupto y como persona dedicada a “tratos ilícitos”; y, lo que no se comprende por qué, fueron los conventos religiosos de Carmona quienes se unieron a esos ataques y, con auténtica eficacia, acertaron a quién enviarlos, a quién hacer partícipe; fue, ya en tiempos de Fernando VI, el ministro Carvajal y Lancaster, influido ó comprometido ó engañado contra aquel corregidor.




    Son numerosos los casos que sirven de ejemplo sobre la escasa protección del Consejo a sus corregidores, incluso a los corregidores intendentes de las capitales. Siendo corregidor intendente de Salamanca en 1739 el marqués de Arellano, personaje siempre luchador contra la corrupción y muy enérgico, se enfrentó a la adulteración del vino del abasto público. El mismo Arellano representó al Consejo explicando lo que había sucedido: ante las noticias de que se vendía vino malo en los puestos y de las quejas existentes, montó una inspección dirigida por él para comprobar la veracidad de tales acusaciones. Y, tras registrar todos los puestos públicos y privados de la feria que había entonces, y todas las tabernas, comprobó, efectivamente, que se estaban vendiendo dos clases de vino, uno bueno y otro francamente malo, pero ambas clases al precio del bueno. Hizo tirar todo el malo, más de 336 cántaros, dice, y preguntó los motivos. Se le explicó entonces que el regidor comisario del vino, junto a otro regidor, habían decidido dar salida al “vino torcido” que tenían, eso a pesar de conocer que la ciudad tenía repuesto suficiente para tres meses ó más. De ahí las protestas de los vecinos consumidores.




    Ahora bien, los regidores afectados acudieron enseguida contra los procedimientos del corregidor; lo hicieron aduciendo que el vino malo, ó mezclado, hubiera podido aprovecharse en la fabricación de vinagre, en la de aguardiente, ó bien en los curtidos, camino que ellos desde luego no habían seguido, aunque ahora lo reclamaran; y aducían no haber dado lugar el corregidor a que sus abogados presentaran sus alegaciones. Lo más interesante es la respuesta del Consejo al corregidor porque, aunque no se reprobó abiertamente lo actuado por Arellano, tampoco se hizo con los regidores corruptos, sino que a Arellano se le recomendó adoptar métodos más “moderados y circunspectos”. Resulta evidente que el Consejo no deseaba recriminar a los regidores, especialmente a los de las ciudades y municipios de cierta importancia.55




    En el conjunto de aquellos casos el verdadero problema consistía en los medios utilizados por esos regidores y otros miembros del ayuntamiento para defenderse de los corregidores decididos a castigar la corrupción. Porque, como se acaba de ver, se dedicaban a acusar al corregidor correspondiente, a veces al letrado enviado como juez comisionado, de delitos falsos, de delitos de cualquier tipo; y para ser más eficaces, buscaban toda clase de alianzas, las de vecinos dominados por ellos, las de eclesiásticos del municipio, etc. Y el corregidor podía verse inmerso en procesos judiciales complicados, largos y enojosos. Si el proceso no le llegaba de inmediato, podía llegarle con la “residencia”, la investigación que había de superar al final de los tres o cuatro años que duraban siempre las etapas en cualquiera de aquellas plazas; con lo que el juicio se prolongaba durante años. Una vez publicada la sentencia, una que les penalizara, los regidores presentaban apelación y, si seguía sin serles favorable, continuaban con las súplicas al Consejo y al rey; a veces, al cabo de los años conseguían la anulación de la sentencia. Casos hay en que tales regidores destacan como figuras inconmovibles. Una de las vías utilizada por ellos consistía en acudir a las Audiencias y Chancillerías justo antes de la acusación que pudiera presentar el corregidor o comisionado; allí solían encontrar una fuerte defensa de sus intereses frente al Consejo y sus comisionados, a pesar de ser esos tribunales dependientes de la autoridad del mismo.56




    Considerando el tema desde un punto de vista general, existe siempre un factor que actúa a favor de los corruptos, de los capitulares y personajes locales a los que se refiere esta investigación: ese factor es la lentitud en las actuaciones del Consejo, lentitud derivada de algo consustancial con la administración de justicia, pero también con la institución del Consejo de Castilla, con su inquebrantable actuación, no ya sólo conforme a derecho, como era normal, sino también conforme a sus métodos burocráticos tradicionales. Piénsese que, tras haber sido rechazada una apelación, los condenados podían seguir presentando memoriales de quejas, de peticiones, de reclamaciones; y que el Consejo tenía que admitirlos, pasarlos al fiscal, con la correspondiente respuesta fiscal en cada uno de aquellos pasos legales; que la sala correspondiente tenía que reunirse tras haber examinado esa respuesta, y tenía que dictaminar. Pero, si el dictamen no les era favorable, los condenados podían seguir presentando súplicas y peticiones. Cuando eran varios los condenados peticionarios, podían presentar sus peticiones en conjunto y, al verlas denegadas, podían empezar a hacerlo uno por uno. El Consejo no se apartaba ni un ápice de su tradición legal, de la tradición más estricta; los corruptos lo sabían, contaban con ello y con la inevitable lentitud, y se aprovechaban lo más posible de ello. Era así como conseguían prolongar cada asunto legal a lo largo de años, a veces incluso de décadas. Podían ensayar, además, el dirigir sus memoriales al rey aunque éste los derivaba al Consejo.
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